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 Expediente N.º: EXP202413952

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas por la Agencia Española de Protección de Datos y
teniendo como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO: Con fecha 3 de octubre de 2024, se presentó reclamación ante la Agencia
Española de Protección de Datos contra  SEVILLALID, S.L. con NIF  B90249871  (en
adelante, la parte reclamada o Sevillalid). Los motivos en que basa la reclamación son
los siguientes:

La parte  reclamante  señala  que  en 2024  supo acerca de la  publicación  en  redes
sociales  de  una  imagen  suya,  fotografía  tomada  en  el  lugar  de  trabajo  por  un
encargado  de  la  empresa  reclamada,  por  orden  directa  de  esta  para  la  ficha  de
empleado y/o, en su caso, para introducirla en el programa de cobro.

Expresa  que,  en ningún  caso,  se  mencionó  que  se  pudiera  dar  otro  uso  a  dicha
imagen, si bien, se publicó en Meta (Facebook) el 9 de octubre de 2020, en el perfil de
la empresa GIOELIA Cremería Italiana. Url: 

***URL.1 

La parte reclamante envió un correo electrónico a la parte reclamada solicitando la
eliminación de la misma, sin haber obtenido respuesta.

Junto al escrito de reclamación aporta: 

 Captura de pantalla de la fotografía de la parte reclamante publicada.

 Correo  electrónico  enviado  a  la  parte  reclamada  el  15  de  junio  de  2024
solicitando la eliminación de la fotografía.

Con fecha 10 de octubre de 2024 la SGID obtuvo evidencias sobre la publicación de la
imagen de la parte reclamante en Facebook. 

SEGUNDO: De conformidad con el artículo 65.4 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (en
adelante LOPDGDD), se dio traslado de dicha reclamación a la parte reclamada, para
que procediese a su análisis e informase a esta Agencia en el plazo de un mes, de las
acciones llevadas a cabo para adecuarse a los requisitos previstos en la normativa de
protección de datos.
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El traslado, que se practicó conforme a las normas establecidas en la Ley 39/2015, de
1  de  octubre,  del  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las  Administraciones
Públicas (en adelante, LPACAP), fue recogido en fecha 15/10/2024 como consta en el
acuse de recibo que obra en el expediente.

Con fecha 29/10/24 se recibe en esta Agencia escrito de respuesta indicando que
recibieron el correo electrónico enviado por la parte reclamante el 15 de junio de 2024
y que, tras recibir el traslado de la reclamación por parte de la AEPD, han eliminado la
imagen de la parte reclamante de Facebook.

La publicación de la imagen se produjo el 8 de octubre de 2020, fecha en la que la
parte reclamante era empleado de Sevillalid.

Con fecha 29 de octubre de 2024 han dado la respuesta a la parte reclamante, escrito
que acompañan. Añaden que no se había eliminado la imagen con anterioridad debido
a un problema en los sistemas de comunicación entre la parte reclamada y la empresa
que gestiona las redes sociales, que ya ha sido solucionado.

Indican que la difusión de la imagen de la parte reclamada en la página web se ha
debido a un error no intencionado, motivado por la falta de una comunicación clara en
cuanto al  uso autorizado de la fotografía por parte del  empleado,  sin que se haya
actuado con ánimo de perjudicar a la parte reclamante.

TERCERO: Con fecha 3 de enero de 2025, de conformidad con el artículo 65 de la
LOPDGDD, se admitió a trámite la reclamación presentada.

CUARTO: La Subdirección General de Inspección de Datos procedió a la realización
de actuaciones  previas  de investigación  para  el  esclarecimiento  de los  hechos en
cuestión,  en virtud  de  las  funciones  asignadas  a  las  autoridades  de  control  en  el
artículo  57.1  y  de los  poderes  otorgados en el  artículo  58.1 del  Reglamento  (UE)
2016/679 (Reglamento General  de Protección de Datos,  en adelante RGPD),  y de
conformidad con lo establecido en el Título VII,  Capítulo I,  Sección segunda,  de la
LOPDGDD, teniendo conocimiento de los siguientes extremos:

- El  reclamante  fue  trabajador  de  la  empresa  entre  el  ***FECHA.1 y  el
***FECHA.2. La parte reclamada manifiesta que se comunicó verbalmente a la
parte  reclamante  que la  foto  que se tomaba iba a  ser  usada en las  redes
sociales.

- Sevillalid señala que se produjo un error no intencionado, debido a una falta de
confirmación  formal  por  escrito  sobre  la  autorización  expresa del  empleado
para el uso de su imagen.

- La  parte  reclamada  expone  una  serie  de  medidas  adoptadas  tras  la
reclamación:  han  revisado  la  forma  de  publicar  imágenes  en  sus  redes
sociales,  ahora las  solicitudes de publicación deben ir  acompañadas de un
documento  de  autorización  firmado  por  las  personas  que  aparecen  en  las
imágenes. En caso de recibir  una solicitud de eliminación,  se garantiza una
retirada inmediata (menos de 48 horas). Asimismo, ha solicitado a la empresa
contratada  para  la  protección  de  datos  la  elaboración  y  actualización  de
acuerdo con la normativa de los documentos a autorizar y firmar por parte de
sus empleados, entre ellos, la autorización para la publicación de imágenes de
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dichos  empleados.  Finalmente,  destaca  que  se  va  a  realizar  una  auditoría
anual que compruebe que Sevillalid cumple con todos los requisitos legales
exigibles.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I
 Competencia

De acuerdo con las funciones que el artículo 57.1 a),  f)  y h) del Reglamento (UE)
2016/679 (Reglamento general de protección de datos, en adelante RGPD) confiere a
cada autoridad de control y según lo dispuesto en los artículos 47 y 48.1 de la Ley
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de
los derechos digitales (en lo sucesivo LOPDGDD), es competente para resolver estas
actuaciones de investigación la Presidencia de la Agencia Española de Protección de
Datos.

Asimismo,  el  artículo  63.2  de  la  LOPDGDD  determina  que: "Los  procedimientos
tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos se regirán por lo dispuesto
en el Reglamento (UE) 2016/679, en la presente ley orgánica, por las disposiciones
reglamentarias dictadas en su desarrollo y, en cuanto no las contradigan, con carácter
subsidiario, por las normas generales sobre los procedimientos administrativos."

II
 Licitud del tratamiento

El primer apartado del artículo 6 del RGPD establece lo siguiente:

"1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes
condiciones:
a)  el  interesado  dio  su  consentimiento  para  el  tratamiento  de  sus  datos
personales para uno o varios fines específicos;
b)  el  tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el  que el
interesado  es  parte  o  para  la  aplicación  a  petición  de  este  de  medidas
precontractuales;
c)  el  tratamiento  es  necesario  para  el  cumplimiento  de  una  obligación  legal
aplicable al responsable del tratamiento;
d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de
otra persona física;
e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en
interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable
del tratamiento;  
f)  el  tratamiento  es  necesario  para  la  satisfacción  de  intereses  legítimos
perseguidos por el responsable del tratamiento o por un tercero, siempre que
sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los derechos y libertades
fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales,
en particular cuando el interesado sea un niño.
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Lo  dispuesto  en  la  letra  f)  del  párrafo  primero  no  será  de  aplicación  al
tratamiento  realizado  por  las  autoridades  públicas  en  el  ejercicio  de  sus
funciones. "

III
Derecho de supresión («el derecho al olvido»)

El artículo 17 del RGPD dispone lo siguiente:

"1. El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable
del tratamiento la supresión de los datos personales que le conciernan, el cual
estará obligado a suprimir  sin  dilación  indebida los datos personales  cuando
concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los
que fueron recogidos o tratados de otro modo;
b)  el  interesado  retire  el  consentimiento  en  que  se  basa  el  tratamiento  de
conformidad con el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2,
letra a), y este no se base en otro fundamento jurídico;
c) el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 1, y
no prevalezcan otros motivos legítimos para el tratamiento, o el interesado se
oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 2;
d) los datos personales hayan sido tratados ilícitamente;
e) los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación
legal establecida en el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se
aplique al responsable del tratamiento;
f) los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de servicios
de la sociedad de la información mencionados en el artículo 8, apartado 1.

2. Cuando haya hecho públicos los datos personales y esté obligado, en virtud
de lo dispuesto en el apartado 1, a suprimir dichos datos, el responsable del
tratamiento,  teniendo  en  cuenta  la  tecnología  disponible  y  el  coste  de  su
aplicación, adoptará medidas razonables, incluidas medidas técnicas, con miras
a informar a los responsables que estén tratando los datos personales de la
solicitud  del  interesado  de  supresión  de  cualquier  enlace  a  esos  datos
personales, o cualquier copia o réplica de los mismos.

3. Los apartados 1 y 2 no se aplicarán cuando el tratamiento sea necesario:

a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información;
b) para el cumplimiento de una obligación legal que requiera el tratamiento de
datos impuesta por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se
aplique al responsable del tratamiento, o para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al
responsable;
c) por razones de interés público en el ámbito de la salud pública de conformidad
con el artículo 9, apartado 2, letras h) e i), y apartado 3;
d)  con fines de archivo  en interés público,  fines de investigación  científica o
histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 1, en la
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medida en que el derecho indicado en el apartado 1 pudiera hacer imposible u
obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de dicho tratamiento, o
e) para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones."

IV
 Conclusión

En el presente caso, la parte reclamada reconoce haber publicado en Facebook una
imagen de la parte reclamante,  que era empleado en aquel momento, asegurando
haberse amparado en su consentimiento. La parte reclamante solicitó la supresión de
la imagen, petición que no fue atendida en un primer momento. 

No obstante, durante las actuaciones previas llevadas a cabo por la AEPD, la parte
reclamada señala que ha eliminado la imagen objeto de la reclamación. Asimismo,
destaca  haber  adoptado  una  serie  de  medidas  como  son,  que  toda  solicitud  de
publicación  vaya  acompañada  de  un  documento  de  autorización  firmado  por  las
personas  que  aparecen  en  las  imágenes;  en  caso  de  recibir  una  solicitud  de
eliminación, retirada de las imágenes en un plazo inferior a 48 horas; elaboración y
actualización conforme a la normativa de los documentos a autorizar y firmar por parte
de sus empleados, entre ellos, la autorización para la publicación de imágenes de los
mismos y realización de una auditoría anual para comprobar que la parte reclamada
cumple con los requisitos legales exigibles.

A este respecto, cabe citar la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea
(TJUE) de 24 de septiembre de 2024, dictada en el asunto C-768/2021, analiza un
supuesto  de  brecha  de  datos  personales  en  el  que  una  autoridad  de  control  (el
Comisionado para la  Protección de Datos y  la  Libertad de Información del  Estado
Federado  de  Hesse,  Alemania)  decidió  no  imponer  sanción  atendiendo  a  las
circunstancias del caso concreto. En dicha sentencia se afirma lo siguiente:

 “37 A este respecto, ha de señalarse que el RGPD deja a la autoridad de
control un margen de apreciación en cuanto a la manera en que debe subsanar
la deficiencia  constatada,  puesto que el  artículo 58,  apartado 2,  del  mismo
confiere a dicha autoridad la facultad de adoptar diversas medidas correctoras.
Así, el Tribunal de Justicia ya ha declarado que la elección del medio adecuado
y  necesario  corresponde  a  la  autoridad  de  control,  que  debe  realizar  tal
elección tomando en consideración todas las circunstancias del caso concreto
y cumpliendo con toda la diligencia requerida su misión consistente en velar
por el pleno respeto del RGPD (véase, en este sentido, la sentencia de 16 de
julio  de  2020,  Facebook  Ireland  y  Schrems,  C  311/18,  EU:C:2020:559,
apartado 112).

38 Sin embargo, este margen de apreciación está limitado por la necesidad de
garantizar un nivel coherente y elevado de protección de los datos personales
mediante una aplicación rigurosa de las normas, como se desprende de los
considerandos 7 y 10 del RGPD.
(…)
41 En consecuencia, no puede deducirse ni del artículo 58, apartado 2, del
RGPD ni del artículo 83 de este la existencia de una obligación a cargo de la

C/ Jorge Juan, 6 www.aepd.es
28001 – Madrid sedeaepd.gob.es



6/8

autoridad  de  control  de  adoptar,  en  todos  los  casos,  cuando  constate  una
violación  de  la  seguridad  de  datos  personales,  una  medida  correctora,  en
particular  una  multa  administrativa,  siendo  su  obligación,  en  tales
circunstancias,  reaccionar  adecuadamente  para  subsanar  la  deficiencia
constatada. (…)  En estas circunstancias, como señaló el Abogado General en
el punto 81 de sus conclusiones, el autor de una reclamación cuyos derechos
han sido vulnerados no dispone de un derecho subjetivo a que la autoridad de
control imponga una multa administrativa al responsable del tratamiento.
(…)
43 A este  respecto,  no se excluye que,  con carácter  excepcional  y  habida
cuenta de las circunstancias particulares del  caso concreto,  la autoridad de
control pueda abstenerse de adoptar una medida correctora aunque se haya
constatado una violación de la seguridad de datos personales. Tal puede ser el
caso,  en  particular,  cuando  la  violación  constatada  no  haya  persistido,  por
ejemplo  cuando  el  responsable  del  tratamiento,  que,  en  principio,  había
aplicado medidas técnicas y organizativas apropiadas en el sentido del artículo
24 del RGPD, haya adoptado, tan pronto como haya tenido conocimiento de
dicha  violación,  las  medidas adecuadas y  necesarias  para  que  la  violación
finalice y no vuelva a producirse,  habida cuenta de las obligaciones que le
incumben,  en  particular,  en  virtud  de  los  artículos  5,  apartado  2,  y  24  del
mencionado Reglamento.

44 La interpretación según la cual la autoridad de control, cuando constata una
violación de la seguridad de datos personales, no está obligada a adoptar en
todos los casos una medida correctora con arreglo al artículo 58, apartado 2,
del RGPD se ve corroborada por los objetivos perseguidos por este artículo 58,
apartado 2, y por el artículo 83 de dicho Reglamento, respectivamente.

45 Por lo que respecta al objetivo perseguido por el artículo 58, apartado 2, del
RGPD, del considerando 129 de este se desprende que esta disposición tiene
por objeto garantizar la conformidad del tratamiento de datos personales con
dicho Reglamento y la regularización de las situaciones de incumplimiento de
este para que se ajusten al Derecho de la Unión, mediante la intervención de
las  autoridades de control  nacionales  (sentencia  de 14 de marzo de 2024,
Újpesti Polgármesteri Hivatal, C 46/23, EU:C:2024:239, apartado 40).

46 De lo anterior se infiere que la adopción de una medida correctora puede,
con carácter excepcional y habida cuenta de las circunstancias particulares del
caso concreto, no imponerse, siempre que la situación de infracción del RGPD
ya haya sido subsanada y que se garantice la conformidad de los tratamientos
de  datos  personales  con  dicho  Reglamento  por  su  responsable  y  que  tal
abstención  de  la  autoridad  de  control  no  menoscabe  la  exigencia  de  una
aplicación rigurosa de las normas, tal como se ha recordado en el apartado 38
de la presente sentencia.”

El  TJUE  reconoce  en  esta  sentencia  el  margen  de  apreciación  que  tienen  las
autoridades de control para, en el ejercicio de sus funciones, desarrollar y optar entre
los  poderes  atribuidos  por  el  artículo  58  del  RGPD,  teniendo  en  cuenta  las
circunstancias  del  caso  concreto  y  velando  por  el  pleno  respeto  del  RGPD.  La
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consigna que debe regir siempre la actuación de una autoridad de control es asegurar
un nivel alto de protección de los datos personales. 

Así, cabe que, aun cuando se hubiera constatado o se tuvieran indicios de que se ha
producido  una  vulneración  en  materia  de  protección  de  datos,  las  autoridades  de
control  se  abstengan  de  ejercitar  sus  poderes  correctivos  cuando  esta  presunta
infracción hubiera sido subsanada y se garantice la conformidad de los tratamientos de
datos personales con el RGPD.

Lo  señalado  por  el  TJUE  en  la  sentencia  antes  citada,  refuerza  la  idea  de
proporcionalidad  de  actuación  de  las  autoridades  de  control  que  se  recoge,  con
anterioridad a que fuera dictada la mencionada sentencia, en los artículos 65.4 y 65.6
de la LOPDGDD, por los que se permite a la AEPD, en atención a las circunstancias
del caso concreto, la inadmisión a trámite o el archivo de reclamaciones, cuando, tras
el  traslado  de  las  mismas  al  responsable  del  tratamiento,  este  demostrara  haber
adoptado medidas para el cumplimiento de la normativa aplicable.

En consecuencia, de conformidad con la STJUE de 24 de septiembre de 2024, en el
asunto C-768/2021 y atendiendo a las singulares circunstancias que conforman este
caso, esta Agencia considera que, de forma excepcional, no procede el despliegue de
sus poderes correctivos previstos en el artículo 58 del RGPD.

Todo  ello  sin  perjuicio  de  las  posibles  actuaciones  posteriores  que  esta  Agencia
pudiera  llevar  a  cabo,  aplicando  los  poderes  de  investigación  y  correctivos  que
ostenta.

Así pues, de acuerdo con lo señalado, por la Presidencia de la Agencia Española de
Protección de Datos, SE ACUERDA:

PRIMERO: PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

SEGUNDO:  NOTIFICAR  la  presente  resolución  a  SEVILLALID,  S.L.  y  a  la  parte
reclamante.

De conformidad con lo  establecido en el  artículo 50 de la  LOPDGDD, la  presente
Resolución se hará pública. La publicación se realizará una vez haya sido notificada a
los interesados. 

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa según lo preceptuado por
el art. 114.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas, y de conformidad con lo establecido en los
arts.  112 y 123 de la citada Ley 39/2015, de 1 de octubre, los interesados podrán
interponer, potestativamente, recurso de reposición ante la Presidencia de la Agencia
Española  de  Protección  de  Datos  en  el  plazo  de  un  mes  a  contar  desde  el  día
siguiente  a  la  notificación  de  esta  resolución  o  directamente  recurso  contencioso
administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional,
con arreglo  a  lo  dispuesto  en el  artículo  25  y  en el  apartado 5  de la  disposición
adicional  cuarta  de  la  Ley  29/1998,  de  13  de  julio,  reguladora  de  la  Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
a la notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 de la referida Ley.
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940-101025

Lorenzo Cotino Hueso
Presidente de la Agencia Española de Protección de Datos
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